
Capítulo 2 
La Ley de Fiscalización Superior como un Poder Estatutario

INTRODUCCIÓN

En este capítulo presentamos una discusión acerca del proceso mediante el cual se 
diseñan las leyes de fiscalización superior. Nuestro interés es analizar la manera en 
que los poderes Ejecutivo y Legislativo definen el contenido de la norma citada. Por 
su naturaleza regulatoria, suponemos que hay actores más o menos interesados en 
regular a su contraparte. Este hecho hace que en el fondo de la discusión del orden 
jurídico surja un posible conflicto de intereses entre los poderes respecto a la natura-
leza y el alcance de los mecanismos de rendición de cuentas en el ejercicio del gasto 
público. Dicha discusión puede considerarse como una disputa por el control de los 
poderes estatutarios que especifican su titularidad y las sanciones.

Los poderes estatutarios reflejan las preferencias de los políticos en forma colectiva. 
Autores como David Epstein y Sharyn O’Halloran (1994) o John Huber, Charles 
R. Shipan y Madelaine Pafhler (1998, 2001 y 2004) sostienen que los incentivos 
para el control de la burocracia están dados por estatutos y que el grado de detalle y 
especificaciones en la ley o en la descripción de los procedimientos es un indicador 
adecuado para medir la relación entre el Congreso y la burocracia, o entre el parla-
mento y el Ejecutivo. 

Nos interesa analizar el papel que los poderes Ejecutivo y Legislativo desempeñan 
en la definición de la legislación de fiscalización superior. Nos parece que esta dis-
cusión es pertinente en el caso mexicano en la medida en que hace hincapié en la 
calidad de las leyes, más que en la cantidad. 

En el sistema político estadounidense, en el que se habla de una conexión fuerte 
entre el electorado y los legisladores, se espera una descentralización en el diseño de 
las políticas para que sus resultados respondan a las expectativas de los ciudadanos 
locales. En el caso mexicano, la conexión electoral empieza a cobrar importancia 
debido al incremento de la pluralidad política; existen propuestas de reforma para 
reordenar el diseño institucional de los poderes estatales a fin de vincularlos de una 
manera más cercana a sus electores locales y nacionales. 

Dentro de esas propuestas se encuentra el marco normativo de la fiscalización su-
perior. Se trata de perfeccionar el sistema de control de las dependencias guberna-
mentales −facultad del Congreso−, a través de un sistema de rendición de cuentas 
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horizontal en el que los órganos auditores reciben el mandato de los legisladores 
para llevar a cabo la supervisión del gasto público. 

La particularidad de estas leyes reside en que la titularidad del control se divide 
en dos niveles. En el primero, la legislación otorga al Congreso las facultades para 
supervisar los fondos estatales. En el segundo, confiere dicha tarea a una agencia 
en particular (órgano externo), llámese contaduría, auditoría o tribunal, el cual es el 
árbitro de facto. 

En México, el debate acerca de la titularidad del control en ese primer nivel sigue 
presentando tensiones y problemas entre Legislativo y Ejecutivo. La pregunta queda 
abierta: ¿en qué circunstancias el Congreso cede el control a una agencia (entidad 
de fiscalización superior, EFS), o tolera la injerencia del Ejecutivo en el proceso de 
fiscalización superior?

Este capítulo se divide en tres apartados. En el primero, exponemos una serie de 
condiciones acerca de las facultades legislativas del Ejecutivo y del Congreso, y 
observamos los incentivos que pueden llevarlos al consenso o al conflicto cuando se 
trata de un ordenamiento jurídico regulatorio. En el segundo, planteamos los argu-
mentos con base en los cuales las leyes y los reglamentos que definen las característi-
cas de la fiscalización superior son un poder estatutario. En el tercero, presentamos 
el diseño institucional de los órganos de fiscalización que existen en nuestro país, a 
partir de los casos federales que han sido el modelo para los estados de la república: 
la Contaduría Mayor de Hacienda y la Auditoría Superior de la Federación. 

EL DISEÑO DE LAS LEYES: ENTRE EL CONSENSO Y EL CONFLICTO

El diseño de las leyes es un acto de deliberación colectiva, en el que la voluntad 
individual de los actores queda subsumida por el consenso. En los sistemas presi-
denciales, tanto el Ejecutivo como el Legislativo tienen facultades para legislar. 

De acuerdo con Shugar y Carey (1992) y Mainwaring y Shugart (1997), el balance 
entre éstos se define con base en a) los poderes legislativos del Ejecutivo; b) los 
poderes ejecutivos de la legislatura; y c) los poderes partidarios del Ejecutivo. Los 
poderes legislativos del presidente se concentran en la proposición de iniciativas de 
ley, la promoción de decretos y su facultad para vetar. Dada la experiencia de los go-
biernos latinoamericanos, se asume que cuando el presidente tiene fuertes poderes, 
el papel del Congreso se reduce a un mero testigo. Cuando se presentan situaciones 

en las que el Ejecutivo no controla al Congreso, aumenta la capacidad de éste para 
cumplir su función legislativa con autonomía. 

A diferencia del Ejecutivo, legislar es función sustantiva del Congreso, esto es, 
crear leyes, códigos, instrumentos y procedimientos que regulan los ámbitos pú-
blico y privado. La facultad legisladora y la administrativa son complementarias 
en el control del Ejecutivo. Operativamente, dependen de aspectos como la cali-
dad de la información, la experiencia de los miembros, el acceso de los legisla-
dores a distintas áreas de la política pública, la acumulación del poder personal o 
de partido, así como el tipo y la cantidad de temas sobre los cuales debe estable-
cerse una legislación (Krehbiel, 1992; McCubbins y Sullivan, 1987; Shepsle y 
Weingast, 1987; Weingast  y Marshall, 1988). Ni el Ejecutivo ni el Congreso son 
neutrales. Cada uno de ellos posee un conjunto de incentivos.

Incentivos del Ejecutivo en el proceso legislativo 

De acuerdo con Shugart y Carey (1998), Morgenstern y Cox (2001), los poderes 
legislativos del presidente se dividen en proactivos y reactivos. Unos facultan al 
Ejecutivo para producir cambios en la legislación o en la legislatura, que el Con-
greso por sí mismo no iniciaría. Otros permiten al titular del gobierno prevenir 
cambios promovidos por la legislatura, y poner un candado para que no ocurran. 
Los primeros son decretos y la agenda legislativa; los segundos se concentran en 
el veto, parcial o absoluto.

Se desprende, así, que los incentivos para legislar responden a una serie de circuns-
tancias que vale la pena citar:

•	 La concentración del poder político en un solo partido, escenario en el cual no 
existen divergencias ni conflicto de intereses.

•	 La existencia de atribuciones del Ejecutivo sobre el Legislativo, de tal manera 
que pueda imponer sanciones sobre los legisladores o el Congreso como un 
todo.

•	 La ausencia de una mayoría parlamentaria que apruebe las iniciativas del 
Ejecutivo.

•	 La vaguedad implícita en la constitución para que el Ejecutivo pueda imponer 
decretos o vetos de manera discrecional.

•	 La ausencia de un sistema de rendición de cuentas que haga responsable al 
Ejecutivo por el contenido y la ejecución de sus iniciativas.
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En su vida moderna, el Congreso mexicano había estado dominado por el Ejecutivo: 

En detrimento de sus poderes constitucionales, en la época posrevolucionaria, el Con-
greso mexicano aparece como una institución subordinada. La debilidad y subordi-
nación son patentes cuando se esperan acciones de los congresistas. El Congreso ha 
tenido un pobre desempeño legislativo. No sólo hay una falta de iniciativas sino que 
además no juega ningún papel en enmendar las iniciativas propuestas por el Ejecutivo 
(Casar, 2002: 5).

Carpizo resalta que las facultades legislativas del presidente están determinadas 
por la constitución, las leyes ordinarias y el sistema político (1973: 82); por ejem-
plo, sus facultades constitucionales son la iniciativa, promulgación y ejecución de 
las leyes. Las leyes ordinarias le otorgan su intervención en organismos descen-
tralizados, empresas de participación estatal y la designación de titulares de las 
dependencias; finalmente, su papel como jefe del PRI, la designación del sucesor 
y de los gobernadores hacen que los poderes legislativos se refuercen con los 
poderes partidarios, de tal manera que las decisiones son el resultado de una im-
posición particular y unidireccional (Casar, 1997). 

Incentivos del Congreso en el proceso legislativo

La regla de decisión mayoritaria que es adoptada por los poderes legislativos de los 
países democráticos, tiene como función estabilizar la influencia de las decisiones y 
los resultados del proceso deliberativo. 

La estabilización también se debe a la presencia de partidos fuertes y cohesionados. 
Los líderes de los partidos se encargan de “administrar” los intereses de sus mili-
tantes, su inclusión en los contenidos de las agendas legislativas y, además, que se 
distribuyan recursos institucionales entre sus integrantes (Aldrich, 1995b; Cooper y 
Brady, 1981; Cox y McCubbins, 1993, 1995).

La forma en que los partidos inciden en la creación o en el cambio de las leyes, 
es decir, en la redefinición de las reglas, es un aspecto de especial significado en 
los estudios legislativos. Sin embargo, pocos logran explicar cómo ocurre esa 
incidencia, qué la motiva y cuáles son los factores que determinan el éxito de su 
aplicación. 

Aunque los análisis son escasos, pueden distinguirse dos líneas. A la primera la 
hemos denominado la función legislativa autointeresada y se caracteriza por un 

conflicto entre el comité y el partido. La función legislativa está condicionada por 
la conducta estratégica de los legisladores. A la segunda, la hemos llamado función 
legislativa colectiva y estudia los problemas de acción colectiva en la deliberación 
de una ley, a causa de las reglas internas y de los arreglos que definen a la propia 
institución. 

Ambas perspectivas suponen la preexistencia de reglas que son predictoras de nue-
vas reglas. Estos dos enfoques pueden llegar a conclusiones contradictorias, ya que 
sus unidades de análisis son distintas. La función legislativa autointeresada señala 
que las preferencias individuales de los legisladores responden a eventos externos 
que implican cambios. Desde esta perspectiva, el legislador realiza un cálculo racio-
nal y decide que las reglas deben responder y adaptarse a un nuevo entorno donde 
él controla el sentido de los cambios.

En contraste, desde la perspectiva colectiva, la toma de decisiones no es simple-
mente un agregado de preferencias individuales y es incapaz de anticipar el cambio. 
La legislación que se produce o se modifica depende del apoyo colectivo de los 
congresistas y se mantiene vigente hasta que una nueva mayoría decida establecer 
otro contenido y diseño jurídico. 

Nuestro trabajo de investigación se guía por esta segunda perspectiva, pues enten-
demos que las leyes, códigos, instrumentos y procedimientos que comprenden la 
función legislativa son complejos y rígidos. En muchas ocasiones, no se afectan de 
un modo sencillo por el entorno exterior, y el cambio en la ley es producto de un 
largo proceso de presión y cabildeo (March y Olsen, 1989).

La regla de mayoría es importante para entender que el diseño de las leyes casi siem-
pre está en poder de los miembros del partido mayoritario. En tanto su orientación 
y prioridades se mantengan constantes, las leyes, e incluso las políticas públicas, 
tenderán a ser estables. El surgimiento de nuevas mayorías puede alterar las reglas 
al interior del Congreso y, simultáneamente, la función legislativa. Como resultado, 
se facilita la idea del cambio al interior de la agenda parlamentaria.

La forma en que ocurre la reconfiguración política, es decir, el surgimiento de nue-
vas mayorías o el debilitamiento de la vieja coalición mayoritaria, debe analizarse 
con precisión. 

En cuanto a las reglas internas, su transformación determina la posibilidad de cual-
quier reajuste interno en el corto y largo plazos. Como el Congreso tiene la facultad 
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constitucional de hacer sus propios ordenamientos, los legisladores pueden calcular 
y decidir sobre ellos a efecto de preservar sus intereses personales.

Puede ocurrir que las reglas por sí mismas sean el problema, ya sea que generen 
situaciones de desproporcionalidad: subrepresentación de una minoría que se queda 
sin capacidad para decidir, o la sobrerrepresentación de un grupo parlamentario 
cuyas preferencias sobre la legislación se mantienen dominantes por una causa nu-
mérica y no profesional, política o ética. Si las preferencias de los legisladores son 
excluidas o ignoradas, la redistribución de las fuerzas políticas es la única vía para 
generar un cambio en el statu quo. 

Debe tomarse en cuenta que alterar las reglas tiene costos internos. El cambio en las 
leyes produce resultados de suma cero: la enmienda de una iniciativa, su rechazo o 
aprobación generan una situación de perdedores y ganadores.

La función legislativa va más allá de este escenario. La elaboración de leyes o su 
reforma a menudo generan oposiciones por parte de los legisladores, electores o los 
grupos de interés. La aprobación de una nueva legislación implica incertidumbre en 
la medida en que lleva implícitas nuevas estructuras o procedimientos. El riesgo, la 
incertidumbre y la oposición están asociados a costos mayores.

Hay tres dimensiones que fomentan o restringen la función legislativa. La primera se 
orienta por una lógica electoral. Desde la perspectiva individualista de los legisladores 
se establece que la “conexión electoral” es el factor dominante que genera nuevas 
leyes (Aldrich, 1995). Aunque los miembros tengan distintas metas y ambiciones, la 
calidad de las leyes se circunscribe a su interés por la reelección (Mayhew, 1974).

Las condiciones de su reelección son la clave para comprender el comportamiento 
y las acciones al interior del Congreso. Si una iniciativa de ley tiene implicaciones 
electorales para la mayoría de los legisladores, probablemente sea aprobada. La 
conexión electoral se sostiene sobre la base de fuertes incentivos para los miem-
bros del Congreso a modo de recompensa o castigo. La puesta en práctica de 
nuevas leyes genera apoyo suficiente durante los periodos de crisis nacionales, 
transiciones políticas, etcétera. En este contexto se generan múltiples demandas 
por un cambio político profundo que redefine las reglas del juego. Aunque en 
México no existe la reelección de los legisladores, lo cierto es que sus partidos 
políticos sí pueden  hacerlo. Además de ello, cada vez más esta forma sui generis 
de conexión electoral ha hecho que, si un legislador aspira a un cargo político su-
perior, mantenga contacto con el electorado a través de la gestión social. 

La segunda dimensión es de tipo partidista. Ésta se define en función de los partidos 
políticos mayoritarios, incluyendo aspectos como su presencia y desempeño electoral, 
organización, participación en el gobierno y acciones en el Congreso. Algunos estu-
dios concluyen que la influencia legislativa de los partidos es limitada, en particular 
por la homogeneidad de los intereses de los miembros de una misma organización 
frente a los de otros partidos (Aldrich, 1995a; Cooper y Brady, 1981; Cooper, Brady 
y Hurley, 1977). 

La influencia del partido en las leyes está muy relacionada con la dimensión elec-
toral. Cuando el nivel de acuerdo entre los miembros de cada partido es alto y las 
diferencias entre ellos son marcadas, la cohesión del partido mayoritario debe ser 
suficiente para garantizar resultados colectivos (Binder, 1997). Este partido puede 
fortalecer su coalición como gobierno distribuyendo en forma estratégica posicio-
nes o recursos institucionales (Cox y McCubbins, 1993). Incluso, puede proponer 
cambios en la legislación vigente, en particular si ha de usarla en contra del par-
tido minoritario para impedir que sea propuesta una agenda alternativa (Binder, 
1999). A menudo, los cambios producen una reacción defensiva, lo cual sugiere 
que los incentivos partidarios de la función legislativa puedan afectarse debido al 
tamaño y cohesión del partido mayoritario o al activismo del minoritario. 

En principio, el partido mayoritario posee el tamaño, la organización formal y el in-
terés político para modificar la legislación. Para lograrlo, debe convencer a sus legis-
ladores que los cambios garantizarán los resultados de política pública preferidos. 

Históricamente, la delegación de poder a los líderes partidistas ha sido discreta. 
Cuando en el Congreso los líderes desempeñan un papel importante se debe a 
factores  externos o a las habilidades de estos actores y no al diseño institucional 
(Canon, 1992; Jones, 1968). Un segundo aspecto deriva de la disputa que entre 
las fracciones partidarias ocurre en el proceso legislativo. Las leyes pueden incre-
mentar el liderazgo o el control de un partido en el Congreso. En este proceso, los 
partidos mayoritarios y los comités son, a menudo, oponentes en un juego de suma 
cero: cuando uno incrementa su poder, el otro lo pierde (Weingast y Marshall, 
1988; Gilligan y Krehbiel, 1995). 

En resumen, cualquier cambio en las leyes o en los procedimientos formales por 
causa de consideraciones partidistas pueden ser significativos en el tiempo, porque 
también tienen un impacto electoral. (En el capítulo 3 explicamos cómo se diseña en 
el Congreso, a causa de la dimensión partidista, una estructura organizativa ad hoc 
para que se mantenga la hegemonía del Partido Revolucionario Intitucional, PRI.)

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR. © 2008. 
Instituto Nacional de Administración Pública, A.C. 

Libro completo en: https://goo.gl/qJzAGI



Gobiernos subnacionales, partidos políticos y el diseño institucional
de la fiscalización superior en México

68

Nancy García Vázquez

69

constitucional de hacer sus propios ordenamientos, los legisladores pueden calcular 
y decidir sobre ellos a efecto de preservar sus intereses personales.

Puede ocurrir que las reglas por sí mismas sean el problema, ya sea que generen 
situaciones de desproporcionalidad: subrepresentación de una minoría que se queda 
sin capacidad para decidir, o la sobrerrepresentación de un grupo parlamentario 
cuyas preferencias sobre la legislación se mantienen dominantes por una causa nu-
mérica y no profesional, política o ética. Si las preferencias de los legisladores son 
excluidas o ignoradas, la redistribución de las fuerzas políticas es la única vía para 
generar un cambio en el statu quo. 

Debe tomarse en cuenta que alterar las reglas tiene costos internos. El cambio en las 
leyes produce resultados de suma cero: la enmienda de una iniciativa, su rechazo o 
aprobación generan una situación de perdedores y ganadores.

La función legislativa va más allá de este escenario. La elaboración de leyes o su 
reforma a menudo generan oposiciones por parte de los legisladores, electores o los 
grupos de interés. La aprobación de una nueva legislación implica incertidumbre en 
la medida en que lleva implícitas nuevas estructuras o procedimientos. El riesgo, la 
incertidumbre y la oposición están asociados a costos mayores.

Hay tres dimensiones que fomentan o restringen la función legislativa. La primera se 
orienta por una lógica electoral. Desde la perspectiva individualista de los legisladores 
se establece que la “conexión electoral” es el factor dominante que genera nuevas 
leyes (Aldrich, 1995). Aunque los miembros tengan distintas metas y ambiciones, la 
calidad de las leyes se circunscribe a su interés por la reelección (Mayhew, 1974).

Las condiciones de su reelección son la clave para comprender el comportamiento 
y las acciones al interior del Congreso. Si una iniciativa de ley tiene implicaciones 
electorales para la mayoría de los legisladores, probablemente sea aprobada. La 
conexión electoral se sostiene sobre la base de fuertes incentivos para los miem-
bros del Congreso a modo de recompensa o castigo. La puesta en práctica de 
nuevas leyes genera apoyo suficiente durante los periodos de crisis nacionales, 
transiciones políticas, etcétera. En este contexto se generan múltiples demandas 
por un cambio político profundo que redefine las reglas del juego. Aunque en 
México no existe la reelección de los legisladores, lo cierto es que sus partidos 
políticos sí pueden  hacerlo. Además de ello, cada vez más esta forma sui generis 
de conexión electoral ha hecho que, si un legislador aspira a un cargo político su-
perior, mantenga contacto con el electorado a través de la gestión social. 

La segunda dimensión es de tipo partidista. Ésta se define en función de los partidos 
políticos mayoritarios, incluyendo aspectos como su presencia y desempeño electoral, 
organización, participación en el gobierno y acciones en el Congreso. Algunos estu-
dios concluyen que la influencia legislativa de los partidos es limitada, en particular 
por la homogeneidad de los intereses de los miembros de una misma organización 
frente a los de otros partidos (Aldrich, 1995a; Cooper y Brady, 1981; Cooper, Brady 
y Hurley, 1977). 

La influencia del partido en las leyes está muy relacionada con la dimensión elec-
toral. Cuando el nivel de acuerdo entre los miembros de cada partido es alto y las 
diferencias entre ellos son marcadas, la cohesión del partido mayoritario debe ser 
suficiente para garantizar resultados colectivos (Binder, 1997). Este partido puede 
fortalecer su coalición como gobierno distribuyendo en forma estratégica posicio-
nes o recursos institucionales (Cox y McCubbins, 1993). Incluso, puede proponer 
cambios en la legislación vigente, en particular si ha de usarla en contra del par-
tido minoritario para impedir que sea propuesta una agenda alternativa (Binder, 
1999). A menudo, los cambios producen una reacción defensiva, lo cual sugiere 
que los incentivos partidarios de la función legislativa puedan afectarse debido al 
tamaño y cohesión del partido mayoritario o al activismo del minoritario. 

En principio, el partido mayoritario posee el tamaño, la organización formal y el in-
terés político para modificar la legislación. Para lograrlo, debe convencer a sus legis-
ladores que los cambios garantizarán los resultados de política pública preferidos. 

Históricamente, la delegación de poder a los líderes partidistas ha sido discreta. 
Cuando en el Congreso los líderes desempeñan un papel importante se debe a 
factores  externos o a las habilidades de estos actores y no al diseño institucional 
(Canon, 1992; Jones, 1968). Un segundo aspecto deriva de la disputa que entre 
las fracciones partidarias ocurre en el proceso legislativo. Las leyes pueden incre-
mentar el liderazgo o el control de un partido en el Congreso. En este proceso, los 
partidos mayoritarios y los comités son, a menudo, oponentes en un juego de suma 
cero: cuando uno incrementa su poder, el otro lo pierde (Weingast y Marshall, 
1988; Gilligan y Krehbiel, 1995). 

En resumen, cualquier cambio en las leyes o en los procedimientos formales por 
causa de consideraciones partidistas pueden ser significativos en el tiempo, porque 
también tienen un impacto electoral. (En el capítulo 3 explicamos cómo se diseña en 
el Congreso, a causa de la dimensión partidista, una estructura organizativa ad hoc 
para que se mantenga la hegemonía del Partido Revolucionario Intitucional, PRI.)

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR. © 2008. 
Instituto Nacional de Administración Pública, A.C. 

Libro completo en: https://goo.gl/qJzAGI



Gobiernos subnacionales, partidos políticos y el diseño institucional
de la fiscalización superior en México

70

Nancy García Vázquez

71

crean, aplican o fortalecen una política (2003: 44). En este nivel se encuentra el 
ordenamiento que funda el sistema de fiscalización superior.  

Para entender por qué el contenido de un estatuto es un asunto jurídico y político, 
primeramente debemos señalar qué es una norma. De acuerdo con nuestros propósi-
tos, es adecuada la definición de Kart Larenz, quien considera que es una regla “que 
pretende que aquellos a quienes se dirigen se comporten de acuerdo con ellas” (2001: 
242).

La mayor parte de las normas jurídicas son de conducta para los ciudadanos y de 
decisión para los tribunales y órganos administrativos. Para hacerse efectiva, 

la norma debe tener una pretensión de validez, es decir, el sentido a ella correspondiente 
de ser una exigencia vinculante de comportamiento o de ser una pauta vinculante de 
enjuiciamiento; en segundo lugar su pretensión de tener validez no sólo precisamente 
para un caso determinado, sino para todos los casos de ”tal clase” dentro de su ámbito 
espacial y temporal de validez (Larenz, 2001: 242).

Manuel Atienza señala que las normas no se califican como falsas o verdaderas, 
pero las proposiciones normativas que de ellas emanan pueden analizarse en esos 
términos. Con este propósito, se debe revisar el lenguaje de estas proposiciones a 
efecto de determinar “las relaciones entre los signos y los usuarios entre sí” (2001: 
64). Por ejemplo, la forma lingüística de las leyes de fiscalización superior es de 
una naturaleza directiva que busca incidir en el comportamiento de las personas 
e instituciones a las que se dirige. Así, el contenido de este ordenamiento es una 
proposición jurídica en la cual se enuncia como fin principal la supervisión en el 
ejercicio y funcionamiento de los recursos públicos programados por el Estado, y 
se ponderan criterios de eficiencia, eficacia, racionalidad, equidad y transparencia. 
A su vez, dicha proposición enuncia las acciones propias a la fiscalización superior, 
como la integración de la cuenta pública, su evaluación, revisión y publicación. 

El ordenamiento jurídico determina quiénes son los sujetos involucrados en la con-
secución de los fines de la norma. La fiscalización superior es 

…el proceso mediante el cual la autoridad vigila el uso de los recursos públicos 
(económicos, humanos y materiales). Es la acción por la que se evalúan y revisan las 
acciones del gobierno considerando su veracidad, racionalidad y el apego a la ley. Es 
también la revisión del eficiente y eficaz funcionamiento de la planeación, organización 
y ejecución de la administración pública (Arteaga, 2003: 34).

La tercera dimensión se orienta hacia el análisis de los conflictos que surgen en la 
vida interna del Congreso; entre otros, están la percepción de sus integrantes sobre su 
capacidad de acción colectiva, la evaluación sobre su desempeño y el mantenimiento 
de su influencia. Algunos de estos factores también tienen una implicación electoral y, 
sobre todo, impactan en el poder político del Congreso como un actor unitario.

La ausencia de liderazgo en el parlamento, por ejemplo, tiene altos costos para la 
función legislativa. El liderazgo garantiza, entre otros aspectos, la coordinación  
necesaria para la resolución de temas de la agenda parlamentaria. Sin embargo, 
los grupos y miembros excluidos de estas posiciones esperan que nuevas reglas les 
permitan acceder al poder. Por el contrario, el resultado de la fragmentación organi-
zativa sienta el inmovilismo en la producción legislativa.

March y Olsen (1989) señalan que las decisiones sobre la elección institucional pue-
den ser evaluadas por su simbolismo y el efecto de sus resultados. Así, de acuerdo 
con los autores, los políticos apoyan la transformación en las leyes y las instituciones 
dan la impresión de “planear, pensar, analizar y sistematizar el uso de información” 
y rendir cuentas por los “intereses correctos” (1989: 50).

En ocasiones, se espera que las presiones validen la estabilidad y la continuidad de 
las instituciones y minimicen la posibilidad de un cambio institucional a través de la 
ley. Mientras que se requiere una mayoría simple para realizar cambios en la cámara 
baja, una ley federal necesita una reorganización jurisdiccional. 

Las tres dimensiones no son excluyentes, sino que sirven como construcciones 
analíticas para evidenciar donde hay interacción o traslapes. Estas perspectivas 
pueden capturar el rango de intereses y presiones que influyen en la función legis-
lativa y de control. Nuestro estudio evalúa el peso relativo de las condiciones deter-
minadas por la presencia de los partidos políticos y los intereses entre los actores, 
el Legislativo y Ejecutivo. 

LA LEY COMO UN PODER ESTATUTARIO

Las reglas, dicen Huber y Shipan, “son mecanismos para determinar la política”; 
de ahí que “el lenguaje de estos estatutos juega un papel fundamental en el pro-
ceso de diseño de las políticas” (2003: 1).

Para estos autores, los estatutos son guías para la construcción de las políticas; 
contienen instrucciones para la burocracia, los ministros, jueces y otros actores que 
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En cuanto a  los destinatarios de la fiscalización superior, se encuentran los entes 
públicos, los órganos fiscalizadores y el Poder Legislativo. Un análisis más espe-
cífico de las prescripciones que supone la norma, puede apegarse a los criterios de 
Von Wright (1970) (ver tabla 3).1

1 El carácter califica determinadas acciones como obligatorias, prohibidas, permitidas o facultativas. El contenido 
señala las acciones afectadas por dicho carácter. La condición de aplicación expresa las circunstancias que han de 
presentarse para que se defina el carácter. La autoridad es el individuo u órgano que dicta la norma. El sujeto nor-
mativo es el destinatario de la norma. La ocasión ubica la localización espacio-temporal en que debe cumplirse. 
La promulgación consiste en la expresión de la norma por medio de algún lenguaje. Finalmente, la sanción es la 
amenaza de un perjuicio en caso de que no se cumpla su contenido.

Nuestro análisis del proceso legislativo de la fiscalización superior se apoya en 
los argumentos de dos autores. Para Larenz, cuando los congresistas aprueban una 
ley lo hacen con base en la “opinión” que tienen acerca de ella. Los legisladores 
aprueban la intención reguladora de la norma, sus fines y repercusiones socio-
políticas (2001: 326).

Con base en esta idea, suponemos que el grado de detalle con que se redacta la ley 
de los órganos de fiscalización superior, se concreta en el momento en que el pleno 
del Congreso la vota mayoritariamente, y los legisladores asumen la intención, los 
fines y las repercusiones ya referidas. Las leyes de fiscalización superior tienen la 
particularidad de ser una norma en la cual el Poder Legislativo tiene plena autonomía 
para decidir sus propias atribuciones, y también la del órgano fiscalizador. En esta 
obra analizamos qué aspectos de las facultades de fiscalización mantiene para sí y 
cuáles delega a la EFS. Aquí reside el fin y la jerarquía reguladora de la norma.

El segundo argumento que complementa nuestro análisis se fundamenta en la 
discusión de Bawn (1997), para quien, además de las normas, existen controles 
estatutarios, los cuales posibilitan al Congreso el diseño de la estructura de una 
nueva burocracia. Sin embargo, el reto de los legisladores es construir un control 
eficiente sobre esta última. Por ello, los legisladores deben garantizarse mecanis-
mos ex ante y ex post. Dice Bawn que “mientras la supervisión ocurre de manera 
posterior, los controles estatutarios son establecidos antes de que la agencia actúe” 
(1997: 102)

Por este motivo, el poder estatutario y el control van juntos, pues su orientación de-
pende del contorno político, la posición de su partido en el Congreso y los ámbitos 
sobre los cuales tenga jurisdicción. Insistimos en que los poderes estatutarios son 
mecanismos que resultan de la acción colectiva y, al mismo tiempo, estructuran la 
decisión colectiva. Por un lado, son el resultado de arreglos internos en una legisla-
tura (reglas de decisión, división del trabajo en comisiones, composición numérica, 
etcétera). Por otro, condicionan en una forma no neutral los resultados de política 
pública. Los actores que inciden en el contenido de los poderes estatutarios tendrán 
la capacidad de orientar los resultados y la valoración de éstos. 

En ese sentido, la creación de los poderes estatutarios es un acto deliberado, con 
preferencias particulares y una dirección específica. En el siguiente apartado, obser-
varemos la construcción de las instituciones de fiscalización superior como un acto 
deliberado que responde a circunstancias e intereses políticos.

DOS PODERES ESTATUTARIOS: CONTADURÍA MAYOR DE HACIENDA 
Y AUDITORÍA SUPERIOR DE LA FEDERACIÓN

En este apartado, hacemos una comparación de los poderes estatutarios que tienen 
los órganos de fiscalización superior federales, ya que sirven como modelos para 
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los gobiernos subnacionales, y revisamos la Contaduría Mayor de Hacienda −insti-
tución antecesora− y la actual Auditoría Superior de la Federación.

Nuestro marco de análisis distingue los fundamentos de los procedimientos;2 los 
primeros son pautas generales de valoración que definen lo que la fiscalización 
superior debe ser; para ello, sustentan, justifican y dotan de contenido jurídico a 
los ideales del control y la supervisión de los aspectos contables y financieros del 
Estado, lo cual da sentido a la regulación per se; los segundos precisan cómo debe 
aplicarse la norma en su dimensión técnica-jurídica. 

Los procedimientos de la fiscalización superior “deben estar basados en el recono-
cimiento de estándares de rendición de cuentas y señalar la metodología para opera-
ciones específicas” (Alen y Tomassi, 2001: 202). De acuerdo con estos autores, un 
sistema adecuado de auditoría superior debe:

•	 Definir y archivar las transacciones de los gastos e ingresos.
•	 Establecer un conjunto de clasificaciones de gastos de acuerdo con paráme-

tros económicos.
•	 Creación y calendarización de reportes financieros.
•	 Informes de operaciones, remisiones y deuda.
•	 Un sistema adecuado del uso de las apropiaciones en cada etapa del ciclo que 

comprende el ejercicio del presupuesto (integración, verificación y pagos).
•	 Transparencia en los reportes de las transacciones. 
•	 Precisión de las políticas de la fiscalización, con hincapié en que los reportes 

financieros deben proporcionar información suficiente y detallada que per-
mita su correcta interpretación y revisión (Alen y Tomassi, 2001: 303 y ss).

En los dos siguientes apartados exponemos los principales fundamentos y proce-
dimientos que sostienen los dos modelos predominantes del órgano de fiscalización: 
la Contaduría y la Auditoría. 

La Contaduría Mayor de Hacienda (CMH)

El 29 de diciembre de 1979 se expide la Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de 
Hacienda (LOCMH) y su Reglamento Interno. Se indica que es el “Órgano técnico 
de la Cámara de Diputados encargado de revisar la Cuenta Pública del Gobierno 
Federal y del Departamento del Distrito Federal”. Su objetivo es “revisar y exami-
nar los ingresos y egresos públicos y fiscalizar a quienes intervienen en ellos”. De 

esta manera, la CMH queda facultada para supervisar los tres poderes de la Fede-
ración, así como a entes del sector privado:

-Sector público

• 	 Poder Legislativo
• 	 Poder Judicial
• 	 Poder Ejecutivo
• 	 Presidencia de la República
• 	 Secretarías de Estado, departamentos administrativos y PGR
• 	 Organismos descentralizados
• 	 Empresas de participación estatal mayoritaria
• 	 Fideicomisos públicos

-Sector privado

• 	 Empresas que establecen contratos con el gobierno
• 	 Empresas y organizaciones que reciben subsidios gubernamentales (Ugalde, 

2000: 52)

La LOCMH, en su artículo tercero, especifica que es de su competencia:

•	 Verificar si las entidades comprendidas en la cuenta pública realizaron sus 
operaciones, en lo general y en lo particular, conforme a las leyes de in-
gresos y egresos de la Federación y del Departamento del Distrito Federal, 
y cumplieron con las disposiciones respectivas de las leyes General de Deu-
da Pública, Orgánica de la Administración Pública Federal y demás orde-
namientos y leyes aplicables.

•	 Ordenar visitas, inspecciones, practicar auditorías, solicitar informes, revisar 
libros y documentos para comprobar si la recaudación de los ingresos se rea-
lizó de conformidad con las leyes aplicables.

•	 Elaborar y rendir a la Comisión de Presupuesto y Cuenta de la Cámara de 
Diputados, por conducto de la Comisión de Vigilancia, el Informe Previo (den-
tro de los diez días primeros del mes de noviembre siguiente a la presentación 
de la cuenta pública del Gobierno Federal) y el Informe sobre el Resultado de 
la Revisión de la Cuenta Pública del gobierno federal y del Distrito Federal, 
en los primeros días de septiembre del año siguiente al de su recepción. 2 Nuestra discusión acerca de los fundamentos y procedimientos se amplía en los capítulos cuarto y quinto.
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•	 Fiscalizar los subsidios concedidos por el gobierno federal y verificar su apli-
cación al objeto autorizado. En el caso de los municipios, el gobierno de la 
entidad se hará cargo de la fiscalización de los subsidios. 

•	 Solicitar a los auditores externos de las entidades copias de los informes o dic-
támenes de las auditorías por ellos practicadas y las aclaraciones pertinentes.

•	 Coordinarse en términos de la ley con la Secretaría de Programación y Presu-
puesto con el fin de uniformar las normas, procedimientos, métodos y siste-
mas de contabilidad y las normas de auditoría gubernamentales y de archivo 
contable de los libros y documentos justificativos y comprobatorios del in-
greso y el gasto público. 

•	 Fijar las normas, procedimientos y métodos para la revisión de la cuenta 
pública del gobierno federal y del Departamento del Distrito Federal.

•	 Proponer ante las autoridades el fincamiento de responsabilidades.

La Constitución y la LOCMH definen una relación dependiente y sin autonomía, 
cuyos actos están condicionados por la Cámara de Diputados a través de la Comi-
sión de Vigilancia. La relación entre poderes la presentamos en el Diagrama 1. Esta 
relación es de absoluta dependencia, pues la Comisión de Vigilancia tiene facul-
tades para revisar el presupuesto anual de la CMH; emitir su reglamento; ordenar 
la conducción de auditorías y visitas domiciliarias; proponer al contador mayor; re-
solver las controversias que surjan en el seno de este organismo; y ordenar acciones 
correctivas si lo amerita el asunto (artículo 16, LOCMH) (ver Diagrama 2). 

De acuerdo con Ugalde (2000: 70), el problema con la Comisión reside en un de-
sempeño marginal para denunciar anomalías y corrupción, pues carece de recursos 
humanos y financieros, entre otros. Además, el contralor permanece durante ocho 
años en el cargo, a menos que la Comisión decida removerlo.

Ugalde refiere también que la ausencia de un servicio civil hace que los con-
tadores mayores carezcan de la experiencia necesaria en áreas financieras o de 
fiscalización. Aunado a ello, algunos titulares deben el cargo al Ejecutivo, otros 
sólo permanecen tres años y unos más lo utilizan para ascender a otras posiciones 
políticas con mayor capacidad de incidencia en el partido hegemónico y en la 
administración pública federal. 

Respecto a los procedimientos, es decir, la forma en que la CMH debe realizar 
la revisión de la cuenta pública, el proceso de fiscalización dura quince meses 
(Ugalde, 2000: 57). La Comisión de Programación y Presupuesto entrega la cuen-
ta pública a la CMH (10 de junio del año siguiente a la finalización del periodo 
fiscal). Como ya se refirió, la CMH está facultada para auditar, compilar docu-
mentos y realizar vistas domiciliaras. El tipo de auditorías que puede efectuar son 
financieras, de sistemas, legalidad, normatividad de obras públicas, obras públi-
cas, evaluación de programas, especiales e integrales.

La investigación genera un informe previo que expresa comentarios generales 
acerca del estado de la cuenta pública, en función de los parámetros de la conta-
bilidad gubernamental, gestión financiera, ajuste de los gastos según las leyes 
presupuestarias, las metas de los programas aprobados, transferencias, inversión, 
erogaciones y desviaciones.

Fuente: Elaboración propia con base en Figueroa 2005.

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR. © 2008. 
Instituto Nacional de Administración Pública, A.C. 

Libro completo en: https://goo.gl/qJzAGI



Gobiernos subnacionales, partidos políticos y el diseño institucional
de la fiscalización superior en México

76

Nancy García Vázquez

77

•	 Fiscalizar los subsidios concedidos por el gobierno federal y verificar su apli-
cación al objeto autorizado. En el caso de los municipios, el gobierno de la 
entidad se hará cargo de la fiscalización de los subsidios. 

•	 Solicitar a los auditores externos de las entidades copias de los informes o dic-
támenes de las auditorías por ellos practicadas y las aclaraciones pertinentes.

•	 Coordinarse en términos de la ley con la Secretaría de Programación y Presu-
puesto con el fin de uniformar las normas, procedimientos, métodos y siste-
mas de contabilidad y las normas de auditoría gubernamentales y de archivo 
contable de los libros y documentos justificativos y comprobatorios del in-
greso y el gasto público. 

•	 Fijar las normas, procedimientos y métodos para la revisión de la cuenta 
pública del gobierno federal y del Departamento del Distrito Federal.

•	 Proponer ante las autoridades el fincamiento de responsabilidades.

La Constitución y la LOCMH definen una relación dependiente y sin autonomía, 
cuyos actos están condicionados por la Cámara de Diputados a través de la Comi-
sión de Vigilancia. La relación entre poderes la presentamos en el Diagrama 1. Esta 
relación es de absoluta dependencia, pues la Comisión de Vigilancia tiene facul-
tades para revisar el presupuesto anual de la CMH; emitir su reglamento; ordenar 
la conducción de auditorías y visitas domiciliarias; proponer al contador mayor; re-
solver las controversias que surjan en el seno de este organismo; y ordenar acciones 
correctivas si lo amerita el asunto (artículo 16, LOCMH) (ver Diagrama 2). 

De acuerdo con Ugalde (2000: 70), el problema con la Comisión reside en un de-
sempeño marginal para denunciar anomalías y corrupción, pues carece de recursos 
humanos y financieros, entre otros. Además, el contralor permanece durante ocho 
años en el cargo, a menos que la Comisión decida removerlo.

Ugalde refiere también que la ausencia de un servicio civil hace que los con-
tadores mayores carezcan de la experiencia necesaria en áreas financieras o de 
fiscalización. Aunado a ello, algunos titulares deben el cargo al Ejecutivo, otros 
sólo permanecen tres años y unos más lo utilizan para ascender a otras posiciones 
políticas con mayor capacidad de incidencia en el partido hegemónico y en la 
administración pública federal. 

Respecto a los procedimientos, es decir, la forma en que la CMH debe realizar 
la revisión de la cuenta pública, el proceso de fiscalización dura quince meses 
(Ugalde, 2000: 57). La Comisión de Programación y Presupuesto entrega la cuen-
ta pública a la CMH (10 de junio del año siguiente a la finalización del periodo 
fiscal). Como ya se refirió, la CMH está facultada para auditar, compilar docu-
mentos y realizar vistas domiciliaras. El tipo de auditorías que puede efectuar son 
financieras, de sistemas, legalidad, normatividad de obras públicas, obras públi-
cas, evaluación de programas, especiales e integrales.

La investigación genera un informe previo que expresa comentarios generales 
acerca del estado de la cuenta pública, en función de los parámetros de la conta-
bilidad gubernamental, gestión financiera, ajuste de los gastos según las leyes 
presupuestarias, las metas de los programas aprobados, transferencias, inversión, 
erogaciones y desviaciones.

Fuente: Elaboración propia con base en Figueroa 2005.

Este libro forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx                https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

DR. © 2008. 
Instituto Nacional de Administración Pública, A.C. 

Libro completo en: https://goo.gl/qJzAGI



Gobiernos subnacionales, partidos políticos y el diseño institucional
de la fiscalización superior en México

78

Nancy García Vázquez

79

Luego de las indagatorias, la CMH redacta un documento titulado Informe de Resul-
tados de la Cuenta Pública, a fin de exponer las conclusiones de las investigaciones, 
y lo entrega el 10 de septiembre del año siguiente, es decir, dos años después (ver 
Diagrama 3). La CMH no tiene la capacidad de imponer alguna medida punitiva; 
únicamente puede sugerir sanciones y recomendaciones.

En su calidad de poderes estatutarios, tanto los fundamentos como los procedimien-
tos establecen que el control está depositado no en la CMH, sino en la Cámara de 
Diputados. Es ésta la que define las atribuciones del órgano, elige o remueve al 
contador mayor, programa su presupuesto y ordena acciones correctivas. 

La estructura política de un gobierno unificado –hegemónico– explica el diseño 
institucional acotado de la CMH. La Contaduría entra en funciones el 29 de sep-
tiembre de 1978, con la publicación de su ley orgánica. En ese momento y hasta 
1997, el PRI tiene la mayoría calificada en el Congreso. Su diseño institucional 
garantiza que el Revolucionario Institucional no pierda su condición de partido 
dominante. 

El Congreso es una institución que se subdivide en comisiones y comités especializa-
dos. Hasta 1997, los principales órganos deliberativos del Congreso están presididos 
por priístas. En el pleno, la máxima autoridad parlamentaria, el PRI, tiene las dos 
terceras partes. Después del pleno, el siguiente órgano en importancia es la Gran 
Comisión, la cual se integra con los diputados de aquel  partido mayoritario, así como 
con los coordinadores de las diputaciones estatales de mayoría relativa, dos diputa-
dos de cada una de las circunscripciones plurinominales, más el líder de la fracción 
parlamentaria y los miembros que considere. 

Este partido también es el principal decisor en la asignación de comisiones. Además, 
dado que la representación numérica es ventajosa en el pleno, también lo es al in-

Fuente: Elaboración propia con base en Figueroa 2005.

Fuente: Ugalde, 2000: 55.
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Fuente: Elaboración propia con base en Figueroa 2005.

Fuente: Ugalde, 2000: 55.
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hasta 2003, cinco no realizaron modificaciones: Durango, Coahuila, Sonora, Yu-
catán e Hidalgo (2003: 32-25). Poco más de la mitad, han establecido un servicio 
profesional de carrera que regula la contratación del personal a efecto de hacerlo 
imparcial. Otros más han incrementado el número de comisiones y sus integran-
tes. Sin embargo, pocos congresos operan como verdaderos contrapesos, debido 
al control partidario.

La Auditoría Superior de la Federación (ASF)

La Ley de Fiscalización Superior (LFS) que da origen a la ASF es reflejo de la 
pluralidad política, ya que es el resultado de un largo proceso deliberativo entre el 
presidente y los partidos de oposición con representación en el Congreso: PAN y 
PRD. Esta ley se publica el 27 de diciembre de 2000, pero la Auditoría empieza sus 
funciones el 1 de enero del 2001.3

En un recuento de su propia historia, la Auditoría Superior reconoce que 

el tema de la fiscalización superior en México tomó destacada importancia y, fue durante 
la LVII legislatura, particularmente trascendente continuar, bajo su responsabilidad, los 
trabajos previos de la construcción de una nueva y fortalecida entidad de fiscalización 
superior, dando cuenta de ese ordenamiento fundamental que constituyen una revolución 
legislativa y que son, hoy en día, el cuerpo de la fiscalización del siglo XXI en nuestro 
país: las reformas constitucionales de los artículos 73, 74, 78 y 79 de julio de 1999 y la 
Ley de Fiscalización Superior de la Federación, de diciembre de 2000.

Uno de los elementos centrales de la reforma es un nuevo fundamento constitucional. 
El artículo 79 establece que “la entidad de fiscalización superior de la Federación, 
de la Cámara de Diputados, tendrá autonomía técnica y de gestión en el ejercicio 
de sus atribuciones y para decidir sobre su organización interna, funcionamiento y 
resoluciones, en los términos que disponga la ley”. 

terior de las comisiones y comités. Aunque en su vida moderna el Congreso ha 
variado en el número de éstos, “la creación de nuevas comisiones es la respuesta de 
la mayoría gobernante del PRI para contener la presión por incrementar el tamaño 
de las comisiones y mantener el sistema” (Nacif, 2000: 38).

De acuerdo con distintas corrientes, nuestras discusiones teóricas coinciden en se-
ñalar que en una situación de estructura política unificada hay pocos incentivos 
para supervisar y controlar al gobierno. Puede inferirse que en los años del partido 
hegemónico, la composición partidaria de la Comisión de Vigilancia también es 
controlada por el PRI y, siendo el Ejecutivo líder de partido y jefe de gobierno, no 
hay duda de que el diseño y aplicación de un sistema de fiscalización superior están 
limitados por lo político.

El entorno donde surge la Auditoría Superior de la Federación es distinto. Los 
cambios en la composición del Congreso conllevan modificaciones en las reglas 
formarles e informales de sus principales órganos de gobierno, pues fragmentan el 
poder concentrado en el PRI. En un Congreso sin una mayoría absoluta, los parti-
dos de oposición promueven una serie de cambios con el propósito de descentrali-
zar las decisiones al interior de la asamblea. Destacan la desaparición de la Gran 
Comisión y su sustitución por la Comisión de Régimen Interno y Concertación 
Política, con una presidencia rotativa de seis meses para cada partido político; asi-
mismo se crea la Junta de Coordinación Política para construir acuerdos a través de 
los coordinadores de los grupos parlamentarios; se crean una serie de áreas auxi-
liares como Servicios Parlamentarios y Servicios Administrativos y Financieros.

En resumen, el objetivo de estas disposiciones es que, en el mediano plazo, la Cá-
mara pueda disponer de un equipo especializado en los asuntos parlamentarios, in-
dependientemente del tránsito de diputados y sus partidos. Durante la Legislatura 
LVII, el resultado más importante de la serie de cambios promovidos al interior 
del Congreso tiene que ver con el diseño de mecanismos para evitar que un partido 
político asuma la dirección y el control de las áreas decisorias.

Como refiere Ackerman (2005) en su tesis doctoral, la pluralidad política que ex-
perimenta el Congreso desde 1997, ha producido una institución empoderada. 

¿Qué pasa en los congresos estatales? De una manera lenta, la mayoría de ellos 
se han adecuado a los cambios estructurales del Congreso Federal. De acuerdo 
con datos de Sara B. Orta, de las 32 asambleas locales, siete tienen una nueva 
ley orgánica en la que desaparece la Gran Comisión; otras 22 la han reformado y, 

3 Ackerman presenta un detallado recuento del proceso de creación de la ASF. Originalmente, la iniciativa de ley es 
propuesta por el presidente Ernesto Zedillo en 1995. “El presidente no estaba particularmente interesado en crear 
una institución autónoma”, porque el contador era propuesto por éste y aprobado por el Congreso sin la necesidad 
de una mayoría calificada. Más adelante, el PAN propone una ley que le da atribuciones en todos los ámbitos de 
la administración pública y la faculta para establecer sanciones penales. En 1997, el PRD presenta otra iniciativa 
en la cual establece que el organismo puede evaluar las políticas gubernamentales encaminadas a resolver los 
problemas socioeconómicos (2007).   
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Por su parte, el artículo quinto de la LFS precisa que la fiscalización superior “se 
ejerce de manera posterior a la gestión financiera, tiene carácter externo y, por 
lo tanto, se lleva a cabo de manera independiente y autónoma de cualquier otra 
forma de control o fiscalización interna de los Poderes de la Unión y de los entes 
públicos federales”. En el artículo 14 se define el objeto de la ASF, que es deter-
minar los siguientes aspectos: 

I.	 Si los programas y su ejecución se ajustan a los términos y montos apro-
bados;

II.	 Si las cantidades correspondientes a los ingresos o a los egresos, se 
ajustan o corresponden a los conceptos y a las partidas respectivas;

III.	 El desempeño, eficiencia, eficacia y economía, en el cumplimiento de los 
programas con base en los indicadores aprobados en el presupuesto;

IV.	 Si los recursos provenientes de financiamiento se obtuvieron en los tér-
minos autorizados y se aplicaron con la periodicidad y forma establecidas 
por las leyes, y si se cumplieron los compromisos adquiridos en los actos 
respectivos;

V.	 En forma posterior a la conclusión de los procesos correspondientes, el 
resultado de la gestión financiera de los Poderes de la Unión y los entes 
públicos federales;

VI.	 Si en la gestión financiera se cumple con las leyes, decretos, reglamen-
tos y demás disposiciones aplicables en materia de sistemas de registro 
y contabilidad gubernamental; contratación de servicios, obra pública, 
adquisiciones, arrendamientos, conservación, uso, destino, afectación, 
enajenación y baja de bienes muebles e inmuebles; almacenes y demás 
activos y recursos materiales;

VII.	 Si la recaudación, administración, manejo y aplicación de recursos fede-
rales, y si los actos, contratos, convenios, concesiones u operaciones que 
las entidades fiscalizadas celebren o realicen, se ajustan a la legalidad, y 
si no han causado daños o perjuicios en contra del Estado en su Hacienda 
Pública Federal o al patrimonio de los entes públicos federales;

VIII.  Las responsabilidades a que haya lugar, y

IX.	 La imposición de las sanciones resarcitorias correspondientes.

De acuerdo con  Guerrero (2002), entre las facultades nuevas del órgano fiscaliza-
dor están las siguientes:

•	 Efectuar revisiones en el mismo año a partir de los informes semestrales.

•	 Fincar directamente responsabilidades.

•	 Realizar auditorías integrales que incluyan la evaluación de resultados y 
desempeño.

•	 Presentar el Informe de Resultados de Auditorías con mayor oportunidad  
	 (cinco meses antes).

•	 Hacer público el informe una vez presentado a la Cámara de Diputados.

•	 Fiscalizar los recursos transferidos a estados y municipios, órganos autóno-
mos, universidades públicas y personas físicas y morales que ejerzan directa 
o indirectamente recursos federales.

•	 Firmar convenios con las Contadurías u Órganos de Fiscalización Superior de 
las entidades federativas para auditar recursos federales.

•	 Aprobar al titular de la ASF mediante el acuerdo de las dos terceras partes de 
los diputados presentes en la votación.

En cuanto a su relación con el Congreso, aunque la AFS tiene autonomía de gestión, 
no es absolutamente independiente. La Constitución precisa que la revisión de la 
cuenta pública se encuentra a cargo de la Cámara de Diputados, la cual se apoya en 
el órgano fiscalizador. La Comisión de Vigilancia se mantiene como la entidad que 
coordina las relaciones y evalúa el desempeño del auditor superior. 

El artículo 67 de la LSF establece que la Comisión debe: recibir el Informe de Avance 
de Gestión Financiera y la Cuenta Pública, y luego turnarlos a la ASF; conocer su  pro-
grama anual de actividades y evaluar su cumplimiento; citar al Auditor Superior de la 
Federación para conocer en lo específico el Informe del Resultado de la Revisión de la 
Cuenta Pública; conocer el proyecto de presupuesto anual de la Auditoría y el informe 
anual de su ejercicio; presentar a la Cámara la propuesta de los candidatos a ocupar 
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el cargo de auditor o su remoción; y proponer al titular de la Unidad de Evaluación y 
Control, así como regular todo lo concerniente a ésta. Su estructura puede apreciarse 
en el Diagrama 4.

La Unidad de Evaluación y Control (UEC) evalúa el desempeño de la ASF4. Su titu-
lar es propuesto y electo por la Comisión, además de que rinde cuenta de sus actos 
a ésta por medio de un informe anual de gestión (artículos 93 y 94). 

Aunque vigilada por la UEC, la ASF tiene la facultad para administrar sus recursos 
financieros, humanos y materiales, preparar su anteproyecto de presupuesto, nom-
brar a su personal, así como adquirir los bienes y servicios que requiera, todo ello 
por medio de la Unidad General de Administración (ver Diagrama 5).

Otros aspectos que debemos mencionar son la falta de claridad en la definición 
de todos los posibles tipos de bienes que pueden ser mal empleados, y el cobro 
de las multas y sanciones resarcitorias por parte de la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público. En caso de responsabilidad penal, la ASF no puede participar en 
el proceso. Otro procedimiento erróneo consiste en que la ASF es juez y parte en 
un proceso de revocación de responsabilidad, ya que ella misma lo dicta y recon-
sidera su validez (Figueroa, 2005: 80 y 81).

En cuanto a los procedimientos, el proceso de fiscalización superior es lento; toma 
poco más de diez meses. La cuenta pública se entrega entre el 10 de agosto y el 25 
de septiembre a la Comisión de Vigilancia, la cual turna el documento a la ASF. 
Al igual que en la CMH, se entrega el Informe de Resultados, pero el plazo es 
más corto: a más tardar el 31 de marzo del siguiente año. No existe ya un informe 
previo.

El escrutinio del Informe de Resultados debe pasar de nuevo por la Comisión de 
Vigilancia; luego, por la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública y, finalmente, 
por el pleno de la Cámara (ver Diagrama 6).

4 La Unidad de Evaluación y Control de la Comisión tiene como atribuciones: I. Vigilar que los servidores públicos 
de la ASF se conduzcan en términos de lo dispuesto por esta Ley; II. A instancia de la Comisión, podrá practicar 
por sí o a través de Auditores Externos, auditorías para verificar el desempeño, el cumplimiento de los objetivos y 
metas de los programas anuales de la ASF, así como la debida aplicación de los recursos a cargo de ésta; III. Reci-
bir quejas y denuncias derivadas del incumplimiento de las obligaciones por parte del Auditor, auditores especiales 
y demás servidores públicos de la ASF de la Federación, iniciar investigaciones y, en su caso, con la aprobación 
de la Comisión, fincar las responsabilidades a que hubiere lugar e imponer las sanciones que correspondan, en los 
términos de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos; IV. Conocer y resolver el recurso de  
reconsideración que interpongan los servidores públicos sancionados conforme a lo dispuesto por la Ley Federal 
de Responsabilidades de los Servidores Públicos; V. Realizar la defensa jurídica de las resoluciones que se emitan 
ante las diversas instancias jurisdiccionales; VI. A instancia de la Comisión, presentar denuncias o querellas ante 
la autoridad competente, en caso de detectar conductas presumiblemente constitutivas de delito, imputables a los 
servidores públicos de la ASF; VII. Llevar el registro y análisis de la situación patrimonial de los servidores públi-
cos adscritos a ASF; VIII. Conocer y resolver de las inconformidades que presenten los proveedores o contratistas, 
por el incumplimiento de las disposiciones de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector 
Público y de la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas; IX. Recibir, tramitar y resolver 
las solicitudes de los particulares relacionadas con servidores públicos de la ASF, en términos de lo dispuesto 
por el artículo 77 bis de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, y X. Las demás que le 
atribuyan expresamente las disposiciones legales y reglamentarias aplicables. Los Poderes de la Unión y los entes 
públicos federales tendrán la facultad de formular queja ante la Unidad de Evaluación y Control sobre los actos 
del ASF que contravengan las disposiciones de esta Ley, en cuyo caso dicha Unidad sustanciará la investigación 
preliminar por vía especial, para dictaminar si ha lugar a iniciar el procedimiento de remoción a que se refiere este 
ordenamiento, o bien el previsto en la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, notificando 
al quejoso el dictamen correspondiente
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Fuente: Figueroa 2005: 81.

Entre los procedimientos relacionados con el proceso de inspección de las cuentas 
públicas, además del tipo de auditorías tradicionales (financieras, de sistemas, legali-
dad, normatividad de obras públicas, obras públicas, evaluación de programas, espe-
ciales e integrales), se anexan las de cumplimiento y desempeño. Asimismo se incluye 
la posibilidad de auditar a las entidades estatales y municipales, organismos autóno-
mos, personas físicas o morales por concepto de transferencias y recursos federales; el 
Informe de Avance de Gestión Financiera, documento intermedio en el que se reporta 
el desglose financiero de los programas federales y el servicio civil de carrera.

Mena encuentra algunos problemas en el diseño institucional de la Auditoría, como 
la inadecuada elección del tipo de auditoría; poca claridad sobre la información de 
las acciones correctivas; la inexistencia de incentivos para que los funcionarios de 

Fuente: www.asf.gob.mx
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la ASF busquen información a fondo; y el vacío legal para decidir la realización de 
auditorías a la Policía Federal Preventiva (2005: 35 y 36).

Solares Mendiola señala algunas deficiencias de fundamento y procedimiento que 
deben ser modificadas a efecto de mejorar su claridad. Por ejemplo, deben especifi-
carse las atribuciones de la Comisión de Vigilancia y de la propia Cámara respecto 
a lo que significa “coordinar y evaluar”, ya que esto puede perjudiciar la autonomía 
técnica y de gestión. Asimismo, el autor considera que las auditorías de cumplimien-
to y desempeño no requieren armonización con otras leyes federales, pero sí necesi-
tan un mayor respaldo por parte del propio Congreso (2004: 2001-2003). 

Cárdenas Gracia refiere algunas deficiencias de procedimiento que deben ser sub-
sanadas: 

Las atribuciones sobre los controles debieran potenciarse. Es evidente que en nuestro 
país prevalece un control a posteriori y los controles preventivos, que realizan los órga-
nos internos de control, se han referido al desarrollo administrativo o actualmente a las 
mejores prácticas de la función pública […] Basta señalar que la revisión de la cuenta 
pública se realiza, generalmente sobre ejercicios concluidos y que la actividad de la 
Auditoría Superior de la Federación y del resto de los órganos de control externo del 
país se constriñe fundamentalmente a la cuenta pública pues no ha sido fácil avanzar en 
el camino de otro tipo de informes como los informes financieros de avance. Por otra 
parte, se debe avanzar hacia el control del desempeño. Una base, verificable de rutina, 
debe ser la programática, la contable y de legalidad para que una vez que esté verificada 
su regularidad se pase al análisis de la eficiencia (2005: 193).

Estas deficiencias en la legislación federal provocan dos efectos en términos de la 
difusión de la política. Por un lado, impiden que haya una eficiente fiscalización, 
como ya se refirió, y que “no todos los Poderes de la Unión […] [sean] auditados 
de manera exhaustiva. La dependencia constitucional que tiene el órgano de fis-
calización superior de la Cámara de Diputados inhibe una supervisión profunda de 
ésta” (Mena, 2005: 36). Por otro, pervierten el diseño institucional de los órganos 
de fiscalización superior estatales, pues éstos utilizan el diseño federal como un 
modelo base. A este respecto, Cárdenas Gracia comenta:

Muchos de los órganos de fiscalización externa del país tienen menos atribuciones 
que el órgano de control externo federal y son en muchas ocasiones apéndices de los 
órganos legislativos, vía las comisiones de vigilancia, de esos cuerpos del Estado. De 
esta manera los órganos de control externo quedan sujetos a los vaivenes de la política 

y de la correlación de fuerzas entre los partidos, al grado que ni la autonomía técnica 
se suele respetar, tal como sucedió con una decisión del mes de febrero de 2005 en la 
Comisión de Vigilancia de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal que rechazó 
más de la mitad de la realización de un importante número de auditorías programadas 
por la Contaduría Mayor de Hacienda de ese órgano legislativo (2006: 156).

CONCLUSIONES

En este capítulo hemos discutido, de manera general, los aspectos políticos que in-
ciden en el proceso legislativo. El poder estatutario de la legislación de fiscalización 
superior reside en el conjunto de proposiciones jurídicas del tipo regulatorio. En 
esta dimensión, existe una intención manifiesta de señalar qué es lo “prohibido”, lo 
“permitido”, o lo “sancionable” de la conducta de los gobernantes. Asimismo, tiene 
el comportamiento de una regla al conferir el poder de regulación a un agente que 
no es el Ejecutivo. En este caso, el titular es el órgano de fiscalización superior. La 
proposición jurídica y la regla se discuten en el Congreso. Los legisladores aprue-
ban esta intención reguladora, los fines y la jerarquía. 

Contrario al espíritu original de las facultades legislativas del parlamento, el pro-
ceso legislativo estatal mexicano se halla permeado por la preeminencia de poderes 
legislativos del Ejecutivo, así como por el peso del partido político gobernante. 
La mayoría de las legislaturas estatales se orientan con base en los cambios que 
se producen en las instituciones federales. En ese sentido, la agenda legislativa es 
definida por criterios partidistas. Tanto el Ejecutivo como los legisladores no tienen 
la posibilidad de ser electos para un segundo periodo. Sin embargo, en la reelección 
de sus partidos existe la esperanza de continuar su carrera, según los beneficios que 
aporten a su organización. De esta manera, la vida interna de los parlamentos esta-
tales queda condicionada a la lógica partidaria.

Dadas las características del sistema político mexicano, la reforma al marco regula-
torio de la fiscalización superior sólo puede ser posible si el Congreso y sus relacio-
nes con el Ejecutivo se transforman.

La Auditoría es hasta ahora nuestra institución más acabada y, a pesar de sus de-
ficiencias, ya reseñadas aquí, es el poder estatutario más completo que tenemos y 
demuestra un reparto de mayor equidad de la actividad fiscalizadora, por lo menos 
en el ámbito federal. 
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